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           COMUNICADO No. 32
           Agosto 13 de 2014


LA CORTE CONSTITUCIONAL DECLARÓ LA INEXEQUIBILIDAD DE LA LEY 1688 DE 2013, APROBATORIA DEL TRATADO SOBRE TRASLADO DE PERSONAS CONDENADAS PARA LA EJECUCIÓN DE SENTENCIAS PENALES ENTRE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Y LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS
	     II.  EXPEDIENTE LAT-426    SENTENCIA C-585/14  (Agosto 13)
           M.P. Luis Ernesto Vargas Silva



1. Norma revisada

LEY 1688 DE 2013. Por medio de la cual se aprueba el “Tratado sobre traslado de personas condenadas para la ejecución de sentencias penales entre la República de Colombia y los Estados Unidos Mexicanos”, suscrito en la ciudad de México, el 1 de agosto de 2011.
2. Decisión 

Declarar INEXEQUIBLE la Ley 1688 de 2013 por medio de la cual se aprueba el “Tratado sobre traslado de personas condenadas para la ejecución de sentencias penales entre la República de Colombia y los Estados Unidos Mexicanos”, suscrito en la ciudad de México el 1º de agosto de 2011.
3.
Síntesis de los fundamentos
Del examen formal, la Sala constató que en el trámite de la ley aprobatoria del tratado cuya constitucionalidad se estudió, el legislador incurrió en un vicio formal de carácter insubsanable, constituido por la omisión de votación nominal y pública en el segundo debate en la Plenaria del Senado, sin que se hubiera cumplido con las condiciones para aplicar las excepciones previstas a la regla general de votación nominal y pública contenidas en el numeral 16 del artículo 1º de la Ley 1431 de 2011. 
Para concluir lo anterior, esta Corporación analizó (i) la exigencia de votación nominal y pública consagrada en los artículos 133, 146 y 157 de la Constitución Política; (ii) el carácter insubsanable de los vicios de procedimiento legislativo; y (iii) el vicio en concreto de omisión de votación nominal y pública en la votación en la Plenaria del Senado dentro del trámite legislativo de la ley objeto de control constitucional.

Así, la Sala Plena constató que en los cuatro debates el proyecto de ley examinado fue aprobado por unanimidad, pero solo en tres de ellos se llevó a cabo legítimamente en cumplimiento de una de las excepciones contempladas por el artículo 1º de la Ley 1431 de 2011 a la regla general de votación nominal y pública, el cual señala: “Tampoco se requerirá votación nominal y pública cuando en el trámite de un proyecto de ley exista unanimidad por parte de la respectiva comisión o plenaria para aprobar o negar todo o parte del articulado de un proyecto, a menos que esa forma de votación sea solicitada por alguno de sus miembros. Si la unanimidad no abarca la totalidad del articulado se someterán a votación nominal y pública las diferentes proposiciones sobre los artículos respecto de los cuales existan discrepancias”. (Resalta esta Corporación).

Así, este Tribunal evidenció que en el segundo debate para la aprobación y votación del Proyecto de Ley No. 102 Senado de 2012 en la Plenaria del Senado, no existió la requerida unanimidad para que la votación pudiera llevarse a cabo de manera ordinaria, tal como de hecho ocurrió, sino que por el contrario la Corte constató que se manifestó expresamente y con antelación desde el informe de ponencia, una discrepancia por parte de la Senadora Gilma Jiménez Gómez, quien dejó constancia desde el inicio del debate de su voto negativo frente al informe de ponencia del proyecto en cuestión. Esto puso de presente la clara inexistencia de la unanimidad requerida, desde el comienzo de la discusión de aprobación del proyecto de ley en la Plenaria del Senado, para que en consecuencia debiera aplicarse obligatoriamente la regla general de votación nominal y pública contenida en el artículo 33 CP y 2 de la ley 1431 de 2011, y excluirse de entrada por tanto en el momento de la votación la posibilidad de aplicar la excepción prevista por el numeral 16 del artículo 1º de la Ley 1431 de 2011, por la existencia de una constancia de voto negativo al informe de ponencia para segundo debate, tal y como consta en Acta No. 30 del 14 de noviembre de 2012 publicada en Gaceta No.44 de 2013, que la Sala estudió en su integridad, y que se transcribe a continuación: 
“Lectura de ponencias y consideración de Proyectos en Segundo Debate

Proyecto de ley número 102 de 2012 Senado, por medio de la cual se aprueba el Tratado sobre traslado de personas condenadas para la ejecución de sentencias penales entre la República de Colombia y los Estados Unidos Mexicanos, suscrito en la Ciudad de México el 1º de agosto de 2011.
La Presidencia indica a la Secretaría dar lectura a la proposición con que termina el Informe.
Por Secretaría se da lectura a la proposición positiva con que termina el Informe de Ponencia.
La Presidencia somete a consideración de la plenaria la proposición leída y, cerrada su discusión, esta le imparte su aprobación.
Deja constancia de su voto negativo a la proposición positiva con que termina el Informe de Ponencia, del Proyecto de ley número 102 de 2012 Senado, la honorable Senadora Gilma Jiménez Gómez.”

… Se abre segundo debate
La Presidencia somete a consideración de la plenaria la omisión de la lectura del articulado y, cerrada su discusión, esta le imparte su aprobación.
La Presidencia somete a consideración de la plenaria el articulado del proyecto, y cerrada su discusión pregunta: ¿Adopta la plenaria el articulado propuesto? Y esta responde afirmativamente.
La Presidencia indica a la Secretaría dar lectura al título del proyecto.
Por Secretaría se da lectura al título del Proyecto de ley número 102 de 2012 Senado, por medio de la cual se aprueba el Tratado sobre traslado de personas condenadas para la ejecución de sentencias penales entre la República de Colombia y los Estados Unidos Mexicanos, suscrito en la Ciudad de México el 1º de agosto de 2011.
Leído este, la Presidencia lo somete a consideración de la plenaria, y cerrada su discusión pregunta: ¿Aprueban los miembros de la Corporación el título leído? Y estos le imparten su aprobación.
Cumplidos los trámites constitucionales, legales y reglamentarios, la Presidencia pregunta:
¿Quieren los Senadores presentes que el Proyecto de ley aprobado surta su trámite en la Cámara de Representantes? Y estos responden afirmativamente.
Deja constancia de su voto negativo a la aprobación del Proyecto de ley número 102 de 2012 Senado, la honorable Senadora Gilma Jiménez Gómez.
La Presidencia indica a la Secretaría continuar con el siguiente proyecto.” (Resalta la Sala)
Con fundamento en esta constancia y en los criterios normativos constitucionales y del Reglamento del Congreso ya expuestos, la Sala concluyó que en el debate y votación en la Plenaria del Senado del proyecto de ley aprobatorio del tratado sub examine, se violó el mandato constitucional según el cual las votaciones en el trámite legislativo deben llevarse a cabo de forma nominal y pública, en tanto es la regla general para las votaciones del Congreso, según lo señala el artículo 133 C.P. y el artículo 130 del Reglamento del Congreso. La Corporación resaltó que si bien se exceptúan de la regla general las situaciones previstas en el artículo 1 de la Ley 1431 de 2011 y el artículo 129 del Reglamento del Congreso, dentro de las cuales se encuentra la existencia de unanimidad, esta excepción que no se aplicaba en este caso. Así las cosas, la Corte coligió que al no haber unanimidad de criterios en la Plenaria del Senado, el trámite legislativo en esta Cámara debió llevarse a cabo obligatoriamente de conformidad con la regla general de votación nominal y pública, lo cual no se realizó y por tanto vició el trámite dado al proyecto de ley No. 102 de 2012 Senado.
Para el caso en análisis, conforme a la posición unificada de la jurisprudencia aplicable al trámite de leyes aprobatorias de tratados internacionales, la Sala concluyó igualmente que la irregularidad que se presentó se adecuaba a los supuestos de insubsanabilidad previstos por esta Corporación, por cuanto (i) el vicio ocurrió durante el debate del trámite en la Plenaria del Senado, esto es, cuando todavía no se había verificado la aprobación del proyecto en el Senado de la República, de forma que no se había cumplido con una de las etapas estructurales del proceso de formación de la ley aprobatoria del tratado y por tanto de la voluntad parlamentaria; (ii) las votaciones durante el trámite en el Senado, específicamente en la Plenaria del Senado no fueron unánimes, de manera que concurrió una oposición sustancial por parte de una de las Senadoras al informe de ponencia que se presentó para debate, aprobación y votación, razón por la cual se evidenció la omisión del mandato superior y general de votación nominal y pública; y (iii) dicha irregularidad desconoció un mandato, principio, derecho, o valor sustantivo, como es el superior de votación nominal y pública, con lo cual se afectó de contera la debida conformación de la voluntad democrática de las Cámaras, los derechos de las minorías, el principio democrático en sentido amplio, etc., y por tanto consideró que este vicio tenía una entidad grave y un carácter sustancial que vulneraba dichos contenidos de índole sustancial y viciaba de manera integral el proceso de formación de la ley aprobatoria. 
A este respecto, insistió esta Corporación en que el principio de supremacía constitucional impone que la regla general para que se exprese la voluntad de los congresistas es la votación nominal y publica, y solo en las excepciones previstas expresamente en la ley quedan adheridas a la aplicación de la votación ordinaria, como lo señala el artículo 129 RC, ya que de lo contrario se desnaturalizaría el artículo 133 Superior. 
Por consiguiente, a juicio de la Corte, en el asunto bajo examen no resultaron acreditados todos los requisitos propios del trámite de las Leyes que aprueban tratados internacionales; ya que el vicio de procedimiento que se configuró es de carácter insubsanable por haberse omitido la votación nominal y pública en la Plenaria del Senado, irregularidad que se cometió en un etapa estructural del proceso legislativo y que afectó de manera integral el mismo, así como mandatos, principios y derechos de orden superior que vulneraron la conformación democrática de la voluntad parlamentaria y los derechos de las minorías políticas. 
Por tanto, la Ley 1688 de 2013, por medio de la cual se aprueba el “Tratado sobre traslado de personas condenadas para la ejecución de sentencias penales entre la República de Colombia y los Estados Unidos Mexicanos”, suscrito en la ciudad de México el 1º de agosto de 2011, fue declarada inexequible.
 4.
Salvamentos y aclaración de voto 

El Magistrado Luis Guillermo Guerrero Pérez manifestó su salvamento de voto, por considerar que la transgresión del deber de acreditar la unanimidad, en aquellos casos en que se adopta el sistema de votación ordinaria en lugar de la votación nominal y pública, en virtud del principio de instrumentalidad de las formas, tan sólo constituye una irregularidad que daría lugar a decretar la inexequibilidad de la ley, cuando no sea posible identificar el resultado concreto de la votación, el quórum y las mayorías requeridas para la aprobación de la iniciativa. En criterio del Magistrado Guerrero Pérez, si bien la votación nominal y pública es la regla general en el trámite legislativo, como lo dispone el artículo 133 del Texto Superior; la forma como normalmente opera el Congreso en la adopción de sus decisiones es a través de la votación ordinaria, lo que exige un examen del contexto en que tuvo lugar el defecto observado y el conjunto integral del trámite legislativo, con miras a no sacrificar el principio democrático en la producción normativa. En efecto, las normas concernientes al trámite legislativo no deben interpretarse en el sentido de que su función sea la de entorpecer e impedir la expedición de leyes, o dificultar la libre discusión democrática en el seno de las corporaciones públicas, pues ello equivale a desconocer la primacía de lo sustancial sobre lo procedimental
El Magistrado Jorge Ignacio Pretelt Chaljub consideró que en el presente caso debe seguirse el precedente constitucional trazado por esta Corporación en la sentencia C- 225 de 2014 (M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez). En este pronunciamiento la Corte Constitucional sostuvo que cuando se trata de analizar hipótesis como la que ahora aborda la Sala, puede superarse el vicio de procedimiento por ausencia de votación nominal y pública cuando concurren los siguientes supuestos: La existencia de quorum deliberatorio y decisorio; (ii) el sentido de la votación de cada uno de los parlamentarios; (iii) la inexistencia de proposiciones respecto del proyecto de ley; y (iv) que no se haya propuesto votación nominal y pública.
 
Teniendo en cuenta lo anterior, en el presente caso concurren los anteriores requisitos para entender subsanado el vicio de procedimiento por el cual se declara la inexequibilidad de la Ley 1688 de 2013, pues puede inferirse la existencia de quorum y el sentido en el que votaron cada uno de sus miembros – afirmativamente-, como también que solo hubo un voto negativo; sumado a que no se evidencia que hubiesen omitido discutir proposición alguna con anterioridad a la votación. Además, nadie propuso, incluyendo a quien votó negativamente por la aprobación del proyecto de ley, votación nominal y pública. 
La Magistrada María Victoria Calle Correa presentó aclaración de voto por considerar que en este caso, además del vicio que determinó la declaratoria de inexequibilidad de la ley objeto de revisión, se presentó un segundo vicio en el trámite, debido a la ruptura en la cadena de anuncios durante el trámite en la Comisión Segunda de la Cámara.

La Magistrada Calle Correa sostuvo que entre los anuncios 2º y 5º de los siete que se efectuaron del proyecto en cuestión, no se individualizó ni éste ni los demás proyectos anunciados, sino que se hizo una referencia global a los que estaban pendientes de discusión según el orden del día de la respectiva sesión; orden del día que, por lo demás, se fue ampliando progresivamente porque en algunas de estas sesiones ingresaron nuevos proyectos que antes no habían sido anunciados. Un requisito importante para que el rito de los anuncios no sea una forma vacía sino que cumpla con su finalidad constitucional, es identificar con claridad cuáles van a ser los proyectos a debatir y aprobar en la siguiente sesión. La manera en que se efectuaron los anuncios de este proyecto en la Comisión Segunda de la Cámara no satisfizo dicha exigencia, pues entre el primero (13 de agosto de 2013) y el último anuncio (24 de septiembre de 2013), efectuados ambos en debida forma, mediaron 5 sesiones, en 4 de las cuales no era fácil identificar cuáles serían los proyectos que efectivamente estaban siendo anunciados para discutir  y aprobar en la próxima sesión. Por lo anterior, a juicio de la Magistrada, se produjo una ruptura en la cadena de anuncios y, con ella, un incumplimiento de la exigencia prevista en el inciso final del artículo 160 de la Carta, adicionado por el artículo 8º del Acto Legislativo No. 1 de 2003.

LUIS ERNESTO VARGAS SILVA

Presidente 
